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Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2020298
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 68, Julio de 2019, Tomo III Materia(s): Constitucional, Penal, Penal
Tesis: XI.P.28 P (10a.)
Página: 2112

 
DERECHO A LA SALUD DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD PRIVADAS DE LA
LIBERTAD. CUANDO LA SOLICITUD SOBRE MODIFICACIÓN O SUSTITUCIÓN DE LA
MEDIDA CAUTELAR DE PRISIÓN PREVENTIVA DURANTE EL PROCESO PENAL,
INVOLUCRA EL ANÁLISIS DEL ACCESO AL GOCE DE TAL DERECHO, SE IMPONE AL
JUZGADOR EL DEBER DE ALLEGARSE OFICIOSAMENE DE TODOS LOS ELEMENTOS DE
PRUEBA NECESARIOS PARA VERIFICAR QUE EL ESTADO DE SALUD DEL PROCESADO,
SEA COMPATIBLE CON ESA MEDIDA.

El derecho a la salud es de especial importancia para las personas privadas de su libertad en un
centro de reclusión, ya que como no pueden satisfacerlo por sí mismas, el Estado se convierte en
su único garante, como lo precisa la regla 24 de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para
el Tratamiento de los Reclusos (Reglas Nelson Mandela). Respecto de las personas con
discapacidad sujetas a prisión preventiva, se impone a las autoridades encargadas del proceso y
de los centros de reclusión, el deber de hacer ajustes razonables para garantizar su disfrute en
igualdad de condiciones, de forma que sea compatible con la dignidad humana reconocida en el
artículo 5, numerales 1 y 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Así, cuando
la solicitud de modificación o sustitución de prisión preventiva por otra medida, descansa en la
condición del procesado de persona con discapacidad, el juzgador, a priori, no debe calificar la
gravedad de su estado de salud, sino que está obligado a cerciorarse del tipo y grado de
discapacidad que padece, el tratamiento adecuado para ésta, sus repercusiones en las
actividades cotidianas, así como verificar que la prisión cuente con la infraestructura humana y
material para brindar la asistencia médica acorde con sus necesidades particulares; esto, porque
cuando el encarcelamiento no permite el ejercicio mínimo de los derechos básicos y se ponen en
peligro la integridad personal y la vida, los Jueces deben revisar la pertinencia de otras medidas
alternativas a la prisión preventiva, para garantizar la continuación del proceso. Por tanto, para
resolver sobre dicha solicitud, el juzgador debe tener a la vista los datos necesarios para
ponderar la compatibilidad de la discapacidad con la privación de la libertad; de lo contrario, debe
ordenar la práctica de cuantas diligencias estime necesarias (pruebas periciales, inspecciones
oculares, visitas, etcétera), a efecto de allegarse de todos los datos pertinentes, actuando con
toda la diligencia para resolver de inmediato, y evitar que la dilación en el dictado de esa
resolución lesione el derecho humano de acceso a la salud del procesado. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO.
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Amparo en revisión 359/2018. 11 de abril de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Omar
Liévanos Ruiz. Secretaria: Katia Orozco Alfaro.

 

Esta tesis se publicó el viernes 12 de julio de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.
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Amparo en revisión 168/2018. 23 de agosto de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Horacio
Armando Hernández Orozco. Secretario: Bryan Hernández González.

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2018262
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 59, Octubre de 2018, Tomo III Materia(s): Penal
Tesis: I.1o.P.146 P (10a.)
Página: 2486

 
REVISIÓN DE LA MEDIDA CAUTELAR DE PRISIÓN PREVENTIVA, PREVISTA EN EL
ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN,
ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES, ENTRE OTRAS, DEL CÓDIGO
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA
FEDERACIÓN EL 17 DE JUNIO DE 2016. DEBE REALIZARSE EN OBSERVANCIA DE LA
CARACTERÍSTICA DE ORALIDAD Y BAJO LOS PRINCIPIOS DE PUBLICIDAD,
CONTRADICCIÓN, CONCENTRACIÓN, CONTINUIDAD E INMEDIACIÓN, QUE DISTINGUEN
EL PROCESO PENAL ACUSATORIO.

Del artículo quinto transitorio mencionado, se advierte que, al haber permitido el legislador que se
sometan a revisión las medidas privativas de la libertad personal o de prisión preventiva,
decretadas por autoridad judicial en procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada en
vigor del nuevo sistema de justicia penal acusatorio, con base en su marco normativo –artículos
153 a 171 del Código Nacional de Procedimientos Penales–, en donde el Juez de la causa con
competencia excepcional para ello, una vez que lo haya solicitado el imputado, dará vista a las
partes para que el Ministerio Público investigue y acredite lo conducente, para luego de
efectuada la audiencia correspondiente y tomando en consideración la evaluación del riesgo,
resuelva sobre la imposición, revisión, sustitución, modificación o cese de dicha medida, en
términos del artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
del propio código, se hace evidente que dicha revisión debe realizarse bajo la dinámica del
proceso penal acusatorio, es decir, en observancia de la característica de oralidad y bajo los
principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación, que lo
distinguen. Ello es así, porque ya no se trata de una decisión unilateral del juzgador, como
sucedía en la libertad provisional bajo caución, en donde solamente se limitaba a verificar si se
colmaban o no los requisitos legales para su procedencia, sino que ahora el pronunciamiento del
órgano jurisdiccional debe estar precedido de un debate entre las partes, respecto de un tema
sometido a un contradictorio en el que debe escuchárseles mediante la celebración de una
audiencia y determinar qué medida cautelar es la idónea para el caso concreto. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
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Esta tesis se publicó el viernes 26 de octubre de 2018 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2017932
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 58, Septiembre de 2018, Tomo III Materia(s): Penal
Tesis: II.2o.P.73 P (10a.)
Página: 2469

 
PRISIÓN PREVENTIVA COMO MEDIDA CAUTELAR EN EL DELITO DE INCUMPLIMIENTO
DE OBLIGACIONES ALIMENTARIAS. NO SE JUSTIFICA SU EMPLEO CONDICIONADO AL
PAGO ANTICIPADO DE LA REPARACIÓN DEL DAÑO O DE CUESTIONES AJENAS AL
PROCESO PENAL.

La posibilidad de que el incumplimiento de las obligaciones alimentarias pueda, según el caso,
dar lugar también a un procedimiento penal, no significa, en principio, que el fin perseguido en el
ámbito punitivo se confunda y se atribuya a la exigencia de las deudas civiles, con la
conminación indiscriminada de la prisión, ya sea como pena o medida cautelar. Por ello, en las
fases procedimentales preliminares, no puede exigirse que, para evitar la prisión, deba
entregarse a la quejosa un "pago" (al que únicamente puede condenarse al imputado en caso de
emitirse un fallo de condena), ya que el monto impuesto en su momento por el Juez de Control
como medida cautelar tiene, entre otras, la finalidad de garantizar la reparación del daño, lo que
no implica que la garantía deba conformarse por la totalidad del adeudo que el imputado pudiera
tener adicionalmente por concepto de pensiones alimentarias adeudadas en un procedimiento
distinto llevado en la vía civil, ya que está determinado únicamente por el vínculo exigible con el
hecho delictivo que finalmente llegue a probarse. Por tanto, el Juez puede tomar en cuenta todas
las circunstancias concurrentes para garantizar las cuestiones que corresponden con los hechos
materia de la denuncia penal y, sobre todo, cuando lo que se está decidiendo es la revisión de la
medida cautelar, en un caso en que la víctima propone que se decrete la prisión preventiva al
imputado como condición de la exigencia de pago adelantado de la posible reparación del daño,
es decir, por no pagar anticipadamente. Luego, el Juez está facultado para determinar si es
necesario o no modificar la medida cautelar e imponer la prisión preventiva, implicando una
exigencia anticipada, pero esa posibilidad no debe emplearse como medida de presión para
cubrir aspectos ajenos al monto de la indemnización posible, derivada del delito. De ahí que el
hecho de que el que el Juez no estime pertinente imponer la prisión preventiva para exigir un
incremento y posible duplicación de garantías, no viola los derechos de la víctima, cuando se ha
estimado innecesario a los fines del proceso penal, que se encuentra sub júdice, pues el derecho
que tiene aquélla a que se le cubra el pago de la reparación del daño, no se hace nugatorio por el
hecho de no obtener la satisfacción anticipada de éste, y tampoco puede perderse de vista que,
en tanto no exista un fallo de condena, debe protegerse y acatarse el principio de presunción de
inocencia que se actualiza en favor del acusado. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO.
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Amparo en revisión 68/2018. 14 de junio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: José Nieves
Luna Castro. Secretaria: Alma Jeanina Córdoba Díaz.

 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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Amparo en revisión 114/2017. 31 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. del
Pilar Núñez González. Secretaria: Ileana Guadalupe Eng Niño. 

Nota: Esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 300/2019, pendiente
de resolverse por la Primera Sala.

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2017659
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 57, Agosto de 2018, Tomo III Materia(s): Penal
Tesis: XXII.P.A.32 P (10a.)
Página: 2994

 
ORDEN DE APREHENSIÓN EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO Y ORAL. LA
MOTIVACIÓN DE LA NECESIDAD DE CAUTELA PARA SU EMISIÓN, NO SE SATISFACE
CON LA CIRCUNSTANCIA DE QUE LOS HECHOS DEL CASO CORRESPONDEN CON UN
DELITO QUE AMERITA PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA.

El artículo 141, fracción III, del Código Nacional de Procedimientos Penales establece la
posibilidad de que el Juez de Control, a solicitud del Ministerio Público, emita una orden de
aprehensión contra una persona, cuando exista necesidad de cautela; sin embargo, la motivación
de esa necesidad de cautela no se satisface con la circunstancia de que los hechos del caso
corresponden con un delito que amerita prisión preventiva oficiosa, en términos del párrafo
segundo del artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues ello es
un supuesto que será materia de una etapa posterior, una vez que se establezca la audiencia
inicial y se vincule, en su caso, a proceso al imputado. De ahí que con independencia de que el
delito amerite prisión preventiva oficiosa, ese requisito de necesidad de cautela debe justificarse
de conformidad con el artículo 16, párrafos primero y tercero, de la Constitución Federal, por ser
ésta una de las exigencias más importantes para preferir la orden de aprehensión, frente a otras
formas de conducción del imputado al proceso. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO
SEGUNDO CIRCUITO.
 

 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de agosto de 2018 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2016349
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 52, Marzo de 2018, Tomo IV Materia(s): Común, Penal, Penal
Tesis: II.2o.P.55 P (10a.)
Página: 3538

 
REVISIÓN DE LA MEDIDA CAUTELAR DE PRISIÓN PREVENTIVA PREVISTA EN EL
ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN,
ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES, ENTRE OTROS, DEL CÓDIGO
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA
FEDERACIÓN EL 17 DE JUNIO DE 2016. RESULTA OCIOSA LA CONCESIÓN DEL AMPARO
PARA QUE EL JUEZ DEL PROCESO REALICE EL TRÁMITE DEL INCIDENTE
CORRESPONDIENTE, SI DEBIDO A LA GRAVEDAD DEL DELITO POR EL QUE SE SIGUE
EL PROCESO, EL QUEJOSO NO PUEDE ENFRENTARLO EN LIBERTAD.

La revisión de las medidas cautelares se encuentra prevista en el orden jurídico nacional, como
una medida que tiende a proteger los derechos humanos de los indiciados que fueron sujetos a
un auto de formal prisión, y que, sometidos a una medida cautelar de prisión preventiva para que
puedan, en igualdad de circunstancias, enfrentar los procesos en libertad, cuando se trate de
delitos diversos a los establecidos en el artículo 167 del Código Nacional de Procedimientos
Penales. Luego, si la finalidad del artículo quinto transitorio indicado es que los gobernados que
hayan sido sujetos a una prisión preventiva en el sistema mixto tradicional puedan enfrentar sus
procesos en libertad, cuando los delitos por los que se les siga el procedimiento no sean de los
que corresponde prisión preventiva oficiosa, se concluye que si se les está siguiendo una causa
penal por los delitos señalados en el precepto citado, no prosperará el incidente no especificado
previsto en el artículo quinto transitorio de referencia. De ahí que resulte ociosa la concesión del
amparo para que el Juez del proceso realice el trámite correspondiente, si el Tribunal Colegiado
de Circuito puede advertir que no se obtendrá la libertad pretendida por los justiciables, debido a
que la gravedad de los ilícitos por los que se les sigue proceso, impide que puedan enfrentar su
proceso penal en ejercicio de la facultad deambulatoria. Además, la jurisprudencia 1a./J. 74/2017
(10a.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, emitida al resolver la
contradicción de tesis 64/2017, de título y subtítulo: "PRISIÓN PREVENTIVA. PROCEDE QUE
LOS INCULPADOS EN EL SISTEMA PROCESAL MIXTO SOLICITEN LA REVISIÓN DE DICHA
MEDIDA, DE CONFORMIDAD CON EL CONTENIDO DEL ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO
DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, PUBLICADO EN EL DIARIO
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 17 DE JUNIO DE 2016.", no obliga a tramitar un incidente en
caso de notoria y manifiesta improcedencia, ya que el carácter oficioso de la prisión preventiva y
la excepcionalidad que la ley aplicable prevé para los delitos que la merezcan lo excluye; ello,
tomando en consideración los parámetros normativos aplicables por la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y el Código Nacional de Procedimientos Penales. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO.
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Amparo en revisión 309/2017. 14 de diciembre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Adalid
Ambriz Landa. Secretaria: Susana Díaz González. 

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 74/2017 (10a.) y la parte conducente de la ejecutoria
relativa a la contradicción de tesis 64/2017 citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial
de la Federación del viernes 20 de octubre de 2017 a las 10:30 horas y en la Gaceta del
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 47, Tomo I, octubre de 2017, páginas
453 y 405, respectivamente.

 

Esta tesis se publicó el viernes 02 de marzo de 2018 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
 



13/9/2019 Semanario Judicial de la Federación - Tesis 2020298

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca=1e3e10000000000&Apendice=1000000000000&Expresion=PRISI%25C3%… 10/38

Amparo en revisión 124/2017. 11 de octubre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: José Luis
González. Secretaria: Angélica Ramos Vaca.

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2016405
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 52, Marzo de 2018, Tomo IV Materia(s): Penal
Tesis: III.2o.P.141 P (10a.)
Página: 3540

 
ROBO CALIFICADO COMETIDO CON VIOLENCIA VALIÉNDOSE DE ARMAS, PREVISTO EN
EL ARTÍCULO 236, FRACCIÓN XI, DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE JALISCO.
PARA DICTAR EL AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO POR ESTE DELITO, DICHA
VIOLENCIA DEBE ENCONTRARSE DEBIDAMENTE ESTABLECIDA, POR TRASCENDER A
LA IMPOSICIÓN DE LA MEDIDA CAUTELAR DE PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA.

El artículo 167 del Código Nacional de Procedimientos Penales establece, en su tercer párrafo,
que el Juez de control, en el ámbito de su competencia, ordenará la prisión preventiva oficiosa,
tratándose de delitos cometidos con medios violentos como armas; por tanto, cuando se dicte un
auto de vinculación a proceso por el delito de robo calificado previsto en la fracción XI del artículo
236 del Código Penal para el Estado de Jalisco, en virtud de que se ejerza violencia utilizando
armas, ésta debe encontrarse debidamente establecida, por ser presupuesto oficioso y
trascender a la imposición de dicha medida cautelar. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO.
 

 

Esta tesis se publicó el viernes 09 de marzo de 2018 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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Incidente de suspensión (revisión) 242/2017. 8 de noviembre de 2017. Unanimidad de votos, con
voto concurrente del Magistrado Miguel Enrique Sánchez Frías. Ponente: Francisco Javier
Sarabia Ascencio. Secretario: Erik Ernesto Orozco Urbano.

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2016122
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 50, Enero de 2018, Tomo IV Materia(s): Común, Penal
Tesis: I.1o.P.95 P (10a.)
Página: 2310

 
SUSPENSIÓN CONTRA UNA ORDEN DE APREHENSIÓN. EFECTOS DE SU CONCESIÓN
CUANDO EL QUEJOSO SE ENCUENTRA MATERIALMENTE PRIVADO DE SU LIBERTAD
PORQUE EN DIVERSO PROCESO PENAL SE LE IMPUSO LA MEDIDA CAUTELAR DE
PRISIÓN PREVENTIVA, Y DICHO MANDAMIENTO DE CAPTURA FUE LIBRADO POR UNA
AUTORIDAD JUDICIAL QUE EJERCE JURISDICCIÓN FUERA DEL LUGAR DONDE AQUÉL
ESTÁ RECLUIDO Y NO ES POSIBLE PONERLO A SU DISPOSICIÓN INMEDIATAMENTE.

De conformidad con el segundo párrafo del artículo 166 de la Ley de Amparo, cuando el quejoso
se encuentre materialmente privado de su libertad, entre otros supuestos, porque esté siendo
procesado y el Juez penal acuerde la prisión preventiva, el efecto de la suspensión en contra de
una orden de aprehensión sólo será el establecido en la fracción I de ese artículo, esto es, sólo
producirá el efecto de que de ejecutarse el mandamiento de captura, aquél quede a disposición
del órgano jurisdiccional de amparo en el lugar que éste señale únicamente en lo que se refiera a
su libertad, quedando a disposición de la autoridad a la que corresponda conocer el
procedimiento penal para los efectos de su continuación. En ese sentido, si la autoridad
responsable de emitir la orden de aprehensión reclamada, ejerce jurisdicción fuera del lugar
donde el quejoso se encuentra materialmente privado de la libertad, y no es posible para las
autoridades ejecutoras ponerlo a su disposición inmediatamente, la continuación del
procedimiento a la que se refiere el efecto de la suspensión que se decrete, tendrá que ser
conforme a los párrafos tercero y cuarto del artículo 77 del Código Nacional de Procedimientos
Penales, en la hipótesis de que cuando se cumplimenta una orden de aprehensión y no es
posible poner al imputado inmediatamente a disposición del Juez de control, quien la libró por
ejercer jurisdicción en diverso territorio, esto es, vía exhorto que se entable con el homólogo
jurisdiccional que ejerza competencia territorial en el lugar donde se encuentra materialmente
privado de la libertad el agraviado, con el fin de que no se vulnere en su perjuicio el principio de
inmediación que debe existir en las diligencias que se practiquen dentro del proceso penal
acusatorio oral que se incoe en su contra. En el entendido de que el anterior proceder, en caso
de ocurrir, debe llevarse a cabo por las autoridades judiciales del fuero que corresponda a aquel
al que pertenece la responsable. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
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Esta tesis se publicó el viernes 26 de enero de 2018 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2016123
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 50, Enero de 2018, Tomo IV Materia(s): Común, Penal
Tesis: I.1o.P.94 P (10a.)
Página: 2311

 
SUSPENSIÓN CONTRA UNA ORDEN DE APREHENSIÓN POR DELITO QUE NO AMERITA
PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA. SI EL QUEJOSO SE ENCUENTRA MATERIALMENTE
PRIVADO DE SU LIBERTAD, EN VIRTUD DE QUE EN UN DIVERSO PROCESO PENAL SE
LE IMPUSO LA MEDIDA CAUTELAR DE PRISIÓN PREVENTIVA, AQUÉLLA DEBE
CONCEDERSE EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 166, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE AMPARO.

Del segundo párrafo del precepto mencionado, se advierte que cuando el quejoso se encuentre
materialmente privado de su libertad, entre otros supuestos, porque esté siendo procesado y el
Juez penal acuerde la prisión preventiva, el efecto de la suspensión sólo será el establecido en la
fracción I de ese artículo, que alude a que cuando la orden de aprehensión reclamada en el
incidente de suspensión versa respecto de delitos de prisión preventiva oficiosa, a que se refiere
el artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la suspensión sólo
producirá el efecto de que de ejecutarse el mandamiento de captura, el quejoso quede a
disposición del órgano jurisdiccional de amparo en el lugar que éste señale, únicamente en lo
que se refiera a su libertad, quedando a disposición de la autoridad a la que corresponda conocer
el procedimiento penal para los efectos de su continuación. Lo anterior, porque no hay forma más
efectiva de impedir que el quejoso se evada de la acción de la justicia y se logre que se presente
al proceso penal condigno para los efectos de su continuación, y pueda ser devuelto a la
autoridad responsable en caso de que no obtenga la protección de la Justicia Federal, que
estando ya privado de la libertad con motivo de un proceso penal instaurado en su contra
(aunque no sea por el cual se libró la orden de captura impugnada), pues si bien es cierto que el
principal objetivo de la suspensión del acto reclamado es mantener "viva" la materia en que versa
el juicio de amparo; no menos lo es que el otorgamiento de la medida cautelar no puede seguir
perjuicio al interés social ni contravenir disposiciones de orden público, como lo es la de truncar
la continuación de un proceso penal judicializado. De ahí que se exima la imposición de medidas
de efectividad y de aseguramiento hacia quien solicita la suspensión contra una orden de
aprehensión (aunque no se trate de delitos que impliquen prisión preventiva oficiosa, como lo
dispone la fracción II del artículo 166 referido), para que de inmediato y sin necesidad de
satisfacer requerimientos, pueda comenzar a surtir sus efectos, pues toma en consideración el
estado jurídico en el que se ubica el quejoso (privado de la libertad), en el cual, indudablemente,
le resultarían gravosas y de complicado cumplimiento (como comparecer ante el Juez del
proceso), las exigencias que al respecto se llegasen a imponer para que la suspensión otorgada
continuara surtiendo efectos. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
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Incidente de suspensión (revisión) 242/2017. 8 de noviembre de 2017. Unanimidad de votos, con
voto concurrente del Magistrado Miguel Enrique Sánchez Frías. Ponente: Francisco Javier
Sarabia Ascencio. Secretario: Erik Ernesto Orozco Urbano.

 

Esta tesis se publicó el viernes 26 de enero de 2018 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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Amparo en revisión 464/2016. 30 de marzo de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Gonzalo
Eolo Durán Molina. Secretario: Miguel Ángel Márquez Solano.

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2014851
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 45, Agosto de 2017, Tomo IV Materia(s): Penal
Tesis: XXVII.1o.4 P (10a.)
Página: 2981

 
PRISIÓN PREVENTIVA. LA PETICIÓN DE SUSTITUIR ESTA MEDIDA CAUTELAR POR UNA
DIVERSA, CONFORME AL ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE
SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES, ENTRE OTROS,
DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, PUBLICADO EN EL DIARIO
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 17 DE JUNIO DE 2016, NO DEBE SUPEDITARSE A LA
INSTAURACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LA "AUTORIDAD DE SUPERVISIÓN DE MEDIDAS
CAUTELARES Y DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL DEL PROCESO".

De la interpretación literal del precepto transitorio mencionado, se advierte que el inculpado en un
proceso penal inquisitivo, puede solicitar al órgano jurisdiccional competente la revisión,
sustitución, modificación o cese de medidas cautelares, como la sustitución de la prisión
preventiva por una diversa, de conformidad con los artículos 153 a 171 y 176 a 182 del Código
Nacional de Procedimientos Penales, pues el legislador precisó que dichos preceptos pueden
aplicarse en los procedimientos iniciados con base en la legislación procesal penal vigente con
anterioridad a la entrada en vigor del sistema de justicia penal acusatorio adversarial. En tal
virtud, dado que el derecho sustantivo referido atañe a la libertad personal del indiciado, no debe
supeditarse la petición de sustituir la medida cautelar de prisión preventiva por una diversa, a la
instauración y funcionamiento de la "Autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la
suspensión provisional del proceso", a cuyo cargo se encuentra rendir diversa información sobre
la evaluación del riesgo. Máxime que la función y el auxilio que presta esta autoridad,
coadyuvante en términos del artículo 176 mencionado, al evaluar el riesgo del imputado (en el
caso indiciado), por disposición expresa de la ley, no pueden incidir en la prisión preventiva,
como se deduce del artículo 164 del propio código. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO.
 

 

Esta tesis se publicó el viernes 04 de agosto de 2017 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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Amparo en revisión 410/2016. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo
Núñez Loyo. Secretario: Gustavo Salvador Parra Saucedo. 

Amparo en revisión 405/2016. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Xóchitl
Guido Guzmán. Secretario: Raúl Sánchez Aguirre. 

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2014628
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 43, Junio de 2017, Tomo IV Materia(s): Constitucional, Penal
Tesis: XXI.1o.P.A.12 P (10a.)
Página: 2961

 
PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA DECRETADA EN EL SISTEMA MIXTO O TRADICIONAL.
PROCEDE SU REVISIÓN CONFORME AL ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO DEL
DECRETO PUBLICADO EL 17 DE JUNIO DE 2016 (MISCELÁNEA PENAL), AL TENOR DE
LOS ARTÍCULOS RELATIVOS DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES
QUE REGULAN LAS MEDIDAS CAUTELARES EN EL SISTEMA ACUSATORIO, POR LO QUE
LA DECISIÓN DEL JUEZ DE NEGAR DE PLANO LA APLICACIÓN DE ÉSTOS A UN
PROCESO SEGUIDO BAJO LOS LINEAMIENTOS DEL SISTEMA ANTERIOR, VIOLA
DERECHOS FUNDAMENTALES.

Al ser la libertad bajo caución un derecho sustantivo, el artículo quinto transitorio del decreto por
el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones, entre otras, del Código Nacional
de Procedimientos Penales (Miscelánea Penal), publicado en el Diario Oficial de la Federación el
diecisiete de junio de dos mil dieciséis, debe interpretarse literalmente en el sentido de que
tratándose de aquellas medidas privativas de la libertad personal o de prisión preventiva
decretadas por mandamiento de autoridad judicial durante los procedimientos iniciados con base
en el sistema mixto o tradicional, el inculpado podrá solicitar al órgano jurisdiccional competente
la revisión de dichas medidas a fin de que, tomando en consideración la evaluación del riesgo,
resuelva sobre la imposición, revisión, sustitución, modificación o cese, en términos de las reglas
de prisión preventiva del artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como del Código Nacional de Procedimientos Penales; de ahí que la decisión del Juez
responsable de negar de plano la aplicación de las disposiciones relativas a las medidas
cautelares del nuevo sistema a un proceso seguido bajo los lineamientos del sistema penal
anterior, es inconstitucional, porque viola los derechos fundamentales del quejoso referentes a la
tutela judicial efectiva y de audiencia como parte del debido proceso, previstos en los artículos 14
y 17 de la Constitución Federal. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO
PRIMER CIRCUITO.
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Nota: La presente tesis aborda el mismo tema que la diversa jurisprudencial XXVII.3o. J/33
(10a.), de título y subtítulo: "MEDIDAS CAUTELARES EN MATERIA PENAL. CONFORME AL
ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN,
ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES, ENTRE OTROS, DEL CÓDIGO
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA
FEDERACIÓN EL 17 DE JUNIO DE 2016, LOS ARTÍCULOS 153 A 171 Y 176 A 182 DE DICHO
CÓDIGO, QUE REGULAN LO RELATIVO A LA IMPOSICIÓN Y SUPERVISIÓN DE AQUÉLLAS,
PUEDEN APLICARSE AL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL TRADICIONAL.", publicada en el
Semanario Judicial de la Federación del viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas y en la
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 42, Tomo III, mayo de
2017, página 1715, que fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 64/2017,
resuelta el 5 de julio de 2017 por la Primera Sala de la que derivó la tesis de jurisprudencia 1a./J.
74/2017 (10a.), de título y subtítulo: "PRISIÓN PREVENTIVA. PROCEDE QUE LOS
INCULPADOS EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL MIXTO SOLICITEN LA REVISIÓN DE
DICHA MEDIDA, DE CONFORMIDAD CON EL CONTENIDO DEL ARTÍCULO QUINTO
TRANSITORIO DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, PUBLICADO EN
EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 17 DE JUNIO DE 2016." 

La presente tesis aborda el mismo tema que las sentencias dictadas por el Tercer Tribunal
Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 320/2016; Primer
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito, al resolver el amparo
en revisión 425/2016; y, Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décimo
Primera Región, al resolver el amparo en revisión 1193/2016 (cuaderno auxiliar 1007/2016),
dictado en apoyo del Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo de Décimo Circuito, que
fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 148/2017, resuelta por la Primera
Sala el 6 de diciembre de 2017, la cual fue declarada sin materia al estimarse que ya existe la
jurisprudencia 1a./J. 74/2017 (10a.) que resuelve el mismo problema jurídico.

 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2017 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.
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Amparo en revisión 480/2016. 26 de enero de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Selina Haidé
Avante Juárez. Secretario: José Francisco Aguilar Ballesteros.

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2014389
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 42, Mayo de 2017, Tomo III Materia(s): Penal
Tesis: XXVII.3o.35 P (10a.)
Página: 2109

 
REVISIÓN DE LAS MEDIDAS PRIVATIVAS DE LA LIBERTAD PERSONAL O DE PRISIÓN
PREVENTIVA PREVISTA EN EL ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL
QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES, ENTRE
OTROS, DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES PUBLICADO EN EL
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 17 DE JUNIO DE 2016. RESULTA ILEGAL
SUPEDITARLA O POSPONERLA A LA INSTAURACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LA
"AUTORIDAD DE SUPERVISIÓN DE MEDIDAS CAUTELARES Y DE LA SUSPENSIÓN
PROVISIONAL DEL PROCESO".

El precepto transitorio citado establece que un inculpado al que se le sigue un proceso penal con
normas procesales del anterior sistema o tradicional, puede solicitar al órgano jurisdiccional
competente la imposición, revisión, sustitución, modificación o cese de las medidas privativas de
la libertad personal o de prisión preventiva, conforme a los artículos 153 a 171 y 176 a 182 del
Código Nacional de Procedimientos Penales. Ahora bien, dado que el referido derecho sustantivo
es relativo y atañe a la libertad personal de los indiciados, la revisión de dichas medidas
cautelares no puede supeditarse y posponerse al funcionamiento e instauración de la autoridad
de supervisión de medidas cautelares y de la suspensión provisional del proceso, a cuyo cargo
se encuentra rendir diversa información sobre la evaluación del riesgo pues, de hacerlo, dicha
actuación es ilegal. Es así, porque la función y auxilio que presta la autoridad coadyuvante
referida, en términos del precepto 176 indicado, al evaluar el riesgo del imputado, por disposición
expresa de la ley, no pueden incidir en lo relativo a la medida cautelar consistente en la prisión
preventiva, ya que dicho órgano auxiliar guarda un rol de simple colaboración que no involucra a
ésta, al contemplar su participación en la evaluación del riesgo y supervisión en medidas
cautelares distintas a la prisión preventiva. Lo que, incluso, se corrobora dado que en la
audiencia relativa no se contempla su participación en forma alguna, sino exclusivamente la de la
víctima, la defensa y el Ministerio Público. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO.
 

 

Esta tesis se publicó el viernes 26 de mayo de 2017 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial
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de la Federación.
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Amparo en revisión 205/2014. 18 de marzo de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero
de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez.

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2014013
Instancia: Primera Sala Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 40, Marzo de 2017, Tomo I Materia(s): Constitucional, Penal, Penal
Tesis: 1a. XXXIX/2017 (10a.)
Página: 448

 
PRISIÓN PREVENTIVA. DIFERENCIAS ENTRE SU JUSTIFICACIÓN INICIAL Y LA
AUTORIZACIÓN DE SEGUIR EL PROCESO EN LIBERTAD POR LA IRRAZONABILIDAD DEL
TIEMPO TRANSCURRIDO EN EL JUICIO SIN QUE SE HUBIERE DICTADO SENTENCIA
DEFINITIVA.

Los artículos 16, 18, 19 y 20, Apartado A, fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, con el texto vigente antes de su modificación el 18 de junio de 2008, prevén
que una vez que una persona es puesta a disposición ante la autoridad judicial como
consecuencia de una orden de aprehensión, el juez deberá dictar auto de plazo constitucional en
el que decrete la libertad del inculpado, la sujeción a proceso o bien, la formal prisión. Ante tal
situación, se establece que un inculpado "será juzgado antes de cuatro meses si se tratare de
delitos cuya pena máxima no exceda de dos años de prisión, y antes de un año si la pena
excediere de ese tiempo, salvo que solicite mayor plazo para su defensa". En ese contexto, ante
la interrelación material de las normas constitucionales y convencionales, los citados preceptos
deben analizarse armónicamente con los artículos 9 del Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos; XXV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, así como
7 y 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. De la interpretación sistemática de
estas normas, se desprende que si bien el ordenamiento constitucional autoriza la prisión
preventiva en ciertos supuestos, también mandata que el proceso penal en contra de una
persona a la que se sometió a esta medida cautelar se lleve a cabo en un plazo razonable pues,
si ello no se cumple, en realidad se estaría imponiendo una pena anticipada en franca
vulneración al principio de presunción de inocencia. Así, aunque son conceptos
interrelacionados, no debe confundirse la prisión preventiva y su justificación, con el alcance del
derecho a la libertad personal consistente en que se autorice a una persona a seguir el proceso
en libertad por la irrazonabilidad del tiempo transcurrido en su juicio sin dictársele sentencia
definitiva, que equivaldría a la justificación de su prolongación. Mientras que en la justificación
inicial de la prisión preventiva, el juez no tiene mayores elementos que los aportados por el
Ministerio Público; en la justificación de la prolongación de la prisión preventiva por la
actualización de un plazo razonable en el juicio, el juzgador cuenta con otros elementos que le
permiten valorar si es necesario o no continuar con dicha medida cautelar.
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Esta tesis se publicó el viernes 24 de marzo de 2017 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2013991
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 40, Marzo de 2017, Tomo IV Materia(s): Común, Penal, Penal
Tesis: I.3o.P.55 P (10a.)
Página: 2765

 
MEDIDAS PRIVATIVAS DE LA LIBERTAD PERSONAL O DE PRISIÓN PREVENTIVA
DECRETADAS POR AUTORIDAD JUDICIAL EN PROCEDIMIENTOS INICIADOS CON
ANTERIORIDAD A LA ENTRADA EN VIGOR DEL NUEVO SISTEMA DE JUSTICIA PENAL
ACUSATORIO. SI EL INCULPADO SE ENCUENTRA DETENIDO SUJETO A PRISIÓN
PREVENTIVA, LA REVISIÓN DE AQUÉLLAS DEBE SOLICITARSE ANTE EL ÓRGANO
JURISDICCIONAL QUE TRAMITA EL PROCESO Y NO ANTE EL JUEZ DE AMPARO EN EL
INCIDENTE DE SUSPENSIÓN.

La Ley de Amparo abrogada, en su artículo 136, antepenúltimo párrafo, establecía que en los
casos en que la afectación de la libertad personal del quejoso provenga de mandamiento de
autoridad judicial del orden penal o del Ministerio Público, o de auto de prisión preventiva, el Juez
de Distrito -en el incidente de suspensión- podía conceder la libertad provisional bajo caución
conforme a la fracción I, apartado A, del artículo 20 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos (en su texto anterior a la reforma constitucional del 18 de junio de 2008) y a
las leyes federales o locales aplicables al caso, siempre que el Juez o tribunal que conozca de la
causa respectiva no se haya pronunciado en ésta sobre la libertad provisional de esa persona,
por no habérsele solicitado; es decir, se facultaba expresamente al Juez de amparo para
pronunciarse sobre ese tema. Sin embargo, el marco normativo se modificó a partir de las últimas
reformas constitucionales y legales, adecuándose al sistema de justicia penal acusatorio. Así, el
actual artículo 20 constitucional ya no prevé el derecho a la libertad provisional bajo caución,
aunque sí señala el otorgamiento de medidas cautelares distintas a la prisión preventiva. En ese
contexto, conforme al artículo quinto transitorio del decreto por el que se reforman diversas leyes
generales y federales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 17 de junio de 2016, se
advierte que el legislador permite someter a revisión -a partir del nuevo marco normativo y a
solicitud del imputado- las medidas privativas de la libertad personal o de prisión preventiva
decretadas por autoridad judicial en procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada en
vigor del nuevo sistema de justicia penal acusatorio, y dispone que el órgano jurisdiccional
competente, en términos de los artículos 153 a 171 del Código Nacional de Procedimientos
Penales, debe dar vista a las partes, para que el agente del Ministerio Público investigue y
acredite lo conducente y, efectuada la audiencia correspondiente, tomando en consideración la
evaluación del riesgo, resuelva sobre la imposición, revisión, sustitución, modificación o cese, en
términos de las reglas de prisión preventiva señaladas en el artículo 19 de la Constitución
Federal, así como del referido código adjetivo nacional. Luego, la indicada revisión debe llevarse
a cabo bajo la nueva dinámica del proceso penal acusatorio, en donde lo que se busca es dar
vigencia a los principios constitucionales de publicidad, contradicción, concentración, continuidad
e inmediación. No se trata ya de una decisión unilateral del juzgador, como en la libertad
provisional bajo caución, limitada a verificar si se colman o no los requisitos legales para su
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Incidente de suspensión (revisión) 215/2016. 24 de noviembre de 2016. Unanimidad de votos.
Ponente: Miguel Ángel Medécigo Rodríguez. Secretario: Julio César Antonio Rosales.

procedencia. Es, en realidad, un fallo que tiene que estar precedido de un debate entre las partes
y un tema que debe ser sometido a un procedimiento de contradicción. En ese sentido, cuando el
inculpado se encuentra detenido sujeto a prisión preventiva, dicha solicitud de revisión debe
realizarse ante el Juez natural, único facultado originariamente para proceder en la forma
indicada. Congruente con lo anterior, en la actual Ley de Amparo ya no se encuentra una
disposición similar al antepenúltimo párrafo del artículo 136 mencionado, por lo que el Juez de
Distrito, bajo este nuevo marco normativo, está impedido para desahogar una audiencia de
revisión de medidas cautelares. Lo anterior, se insiste, porque el pronunciamiento respectivo ya
no se sustenta en la simple verificación de requisitos preestablecidos, sino en escuchar a las
partes en un contradictorio (audiencia) y determinar qué medida cautelar es la idónea para el
caso concreto; de ahí que esa revisión debe solicitarse ente el órgano jurisdiccional que tramita el
proceso y no ante el Juez de amparo en el incidente de suspensión. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
 

 

Esta tesis se publicó el viernes 17 de marzo de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
 



13/9/2019 Semanario Judicial de la Federación - Tesis 2020298

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca=1e3e10000000000&Apendice=1000000000000&Expresion=PRISI%25C3%… 24/38

Queja 176/2016. 27 de diciembre de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Aguilar
López. Secretario: Alejandro Bermúdez Sánchez.

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2013840
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 40, Marzo de 2017, Tomo IV Materia(s): Común, Penal
Tesis: I.9o.P.130 P (10a.)
Página: 2767

 
MEDIDAS PRIVATIVAS DE LA LIBERTAD PERSONAL O DE PRISIÓN PREVENTIVA. SI EN
EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO SE RECLAMA UNA ORDEN DE APREHENSIÓN
EMITIDA CON BASE EN LAS DISPOSICIONES DEL SISTEMA PENAL TRADICIONAL, EL
JUEZ DE DISTRITO, AL RESOLVER SOBRE LA PROCEDENCIA O IMPROCEDENCIA DE LA
SUSPENSIÓN PROVISIONAL, NO ESTÁ FACULTADO PARA REVISAR AQUÉLLAS, AL SER
UNA POTESTAD DEL JUEZ DEL PROCESO.

Acorde con el artículo quinto transitorio del decreto por el que se reforman, adicionan y derogan
diversas disposiciones, entre otras, del Código Nacional de Procedimientos Penales, publicado
en el Diario Oficial de la Federación el 17 de junio de 2016, el inculpado o imputado podrá
solicitar al Juez de la causa la revisión de aquellas medidas privativas de la libertad personal o de
prisión preventiva decretadas por la autoridad judicial dentro de un procedimiento iniciado y
tramitado conforme al sistema penal tradicional, para que previa vista a las partes y efectuada la
audiencia correspondiente, resuelva en los términos de los artículos 153 a 171 del propio código,
sobre la imposición, revisión, sustitución, modificación o cese, atento a las reglas de prisión
preventiva del artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Luego, si
en el juicio de amparo indirecto se señala como acto reclamado una orden de aprehensión
emitida con base en las disposiciones del sistema penal tradicional, el Juez de Distrito, al resolver
sobre la procedencia o improcedencia de la suspensión provisional, no está facultado para
realizar la revisión de dicha medida privativa de libertad, pues ello, de conformidad con la
disposición transitoria señalada, es potestad del Juez del proceso, después de que haya dado
vista a las partes, para que el Ministerio Público investigue y acredite lo conducente, y efectuada
la audiencia correspondiente, en la que evaluará si procede la sustitución, modificación o cese,
tomando en consideración la evaluación del riesgo. 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
 

 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de marzo de 2017 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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Recurso de inconformidad 22/2016. 31 de agosto de 2016. Unanimidad de votos. Ponente:
Fernando Alberto Casasola Mendoza. Secretario: Pablo Andrei Zamudio Díaz.

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2013863
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
 Libro 40, Marzo de 2017, Tomo IV Materia(s): Común, Penal
Tesis: II.1o.49 P (10a.)
Página: 2989

 
SENTENCIA DE AMPARO QUE OTORGA LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL CONTRA LA
MEDIDA CAUTELAR DE PRISIÓN PREVENTIVA IMPUESTA AL INCULPADO EN UN
PROCESO PENAL. PARA TENERLA POR CUMPLIDA, DEBE CONSTATARSE QUE SE
HAYAN CUMPLIDO TODOS LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR, TANTO FORMALES
COMO MATERIALES.

Si en el juicio de amparo se otorgó la protección constitucional contra la medida cautelar de
prisión preventiva impuesta al inculpado en un proceso penal, bajo el argumento de que
contraviene el principio de presunción de inocencia, y en el cumplimiento sólo se deja sin efectos
formales dicha medida, en tanto que el accionante sigue privado de su libertad a causa de ésta,
no puede tenerse por cumplido el fallo protector por más que el Juez de control haya dejado
formalmente insubsistente esa medida cautelar, si antes no se corrobora el acatamiento material
del efecto sustancial de la ejecutoria de amparo, que exige concretizar la insubsistencia completa
e integral de ésta, es decir, finiquitar sus efectos y consecuencias, tanto materiales como
formales. Sin que pueda concebirse de otra manera, porque si el motivo de la concesión de
amparo fue la violación a un derecho humano (la libertad), el restablecimiento genuino de éste no
puede ser únicamente formal, debe ser ante todo real y efectivo, para restituir al quejoso en el
pleno goce del derecho violado, como lo ordena la fracción I del artículo 77 de la Ley de Amparo.
Por tanto, para tener por cumplida esa sentencia de amparo, debe constatarse que se hayan
cumplido todos los efectos del fallo protector, tanto formales como materiales, habida cuenta que
el debido cumplimiento de una sentencia de amparo es una cuestión de orden público, cuyo
acatamiento no puede ser defectuoso y/o excesivo, sino congruente con lo efectivamente
examinado y decidido en la ejecutoria. De ahí que para tener por cumplida la ejecutoria, es
insuficiente con dejarla insubsistente, ante todo, debe constatarse que la medida ya no tiene
efecto alguno -formal y material- en la esfera jurídica del quejoso. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO CON RESIDENCIA EN CIUDAD
NEZAHUALCÓYOTL, ESTADO DE MÉXICO.
 

 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de marzo de 2017 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial
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de la Federación.
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Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2004842
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
 Libro XXVI, Noviembre de 2013, Tomo 2 Materia(s): Común, Penal
Tesis: XVIII.4o.7 P (10a.)
Página: 989

 
AMPARO DIRECTO PENAL. SI EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO ESTIMA
VIOLADAS LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO Y ADVIERTE QUE EL QUEJOSO HA
PERMANECIDO EN PRISIÓN PREVENTIVA POR UN LAPSO MAYOR AL SEÑALADO EN LA
SENTENCIA DEFINITIVA, DEBE CONCEDERLO PARA QUE EL TRIBUNAL DE APELACIÓN
DECRETE LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO Y ORDENE SU INMEDIATA LIBERTAD
EN RELACIÓN CON LA CAUSA RESPECTIVA, SIN PERJUICIO DE QUE EL PROCESO
CONTINÚE POR SUS CAUCES LEGALES.

El artículo 20, apartado A, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18
de junio de 2008, establece que la prisión preventiva no podrá prolongarse por más tiempo del
que como máximo fije la ley al delito que motivare el proceso. Por otro lado, en el juicio de
amparo, cuando se estime que se violaron las leyes del procedimiento, de manera que con su
infracción se afectaron las defensas del quejoso, debe concederse la protección constitucional
solicitada, para que el tribunal de apelación deje insubsistente la sentencia reclamada y en su
lugar emita otra, en la que ordene la reposición del procedimiento, purgando los vicios
detectados. Ahora bien, si el Tribunal Colegiado de Circuito estima violadas las leyes del
procedimiento y advierte que el quejoso ha permanecido en prisión preventiva por un lapso
mayor al señalado en la sentencia definitiva, debe conceder el amparo no sólo para que el
tribunal de apelación ordene la reposición del procedimiento, sino también provea la inmediata
libertad del inculpado, pues con esta medida surge nuevamente la figura de la prisión preventiva,
hasta en tanto se emita una resolución definitiva y firme; y aun cuando su finalidad es lograr el
respeto al debido proceso legal y evitar que el inculpado se sustraiga de la acción de la justicia y
cumpla con la sanción que se le imponga, no debe perjudicar su libertad personal ni imponer
penas mayores a las establecidas en la sentencia reclamada, por ser la máxima posible en el
caso, en atención al principio de non reformatio in peius. Por tanto, en el procedimiento repuesto,
la prisión preventiva debe excluirse, cuando el quejoso haya permanecido recluído por un lapso
mayor al de la duración de la pena de prisión impuesta en la sentencia reclamada y por ello, la
concesión del amparo dispondrá no sólo que el tribunal de apelación ordene la reposición del
procedimiento, sino también la inmediata libertad del quejoso, en relación con la causa penal
relativa, sin perjuicio de que el proceso legal continúe por sus cauces legales. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO OCTAVO CIRCUITO.
 



13/9/2019 Semanario Judicial de la Federación - Tesis 2020298

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca=1e3e10000000000&Apendice=1000000000000&Expresion=PRISI%25C3%… 29/38

Amparo directo 88/2013. 9 de mayo de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Gerardo Dávila
Gaona. Secretario: Max Gutiérrez León.
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Amparo en revisión 73/2012. 28 de junio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar
Espinosa Durán. Secretario: Marco Antonio Beltrán Moreno.

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2001577
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
 Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3 Materia(s): Común, Penal
Tesis: II.2o.P.16 P (10a.)
Página: 1513

 
AUTORIDAD EJECUTORA EN EL AMPARO. NO TIENE ESA CALIDAD EL DIRECTOR DE UN
CENTRO PREVENTIVO Y DE READAPTACIÓN SOCIAL, SI EL DELITO POR EL QUE SE
DICTÓ AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO AL INCULPADO NO AMERITA PRISIÓN
PREVENTIVA OFICIOSA POR NO ENCUADRAR EN NINGUNO DE LOS ILÍCITOS
PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 19 CONSTITUCIONAL Y 194 DEL CÓDIGO DE
PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE MÉXICO (NUEVO SISTEMA DE
JUSTICIA ACUSATORIO Y ORAL).

El artículo 11 de la Ley de Amparo señala que es autoridad responsable, entre otras, aquella que
dicta, ordena, ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto reclamado. Atento a ello, y de una
interpretación integral de los numerales invocados en el rubro, se advierte que conforme a las
reformas que dieron origen al nuevo sistema de justicia penal acusatorio y oral, se creó un nuevo
esquema en la tramitación de los asuntos de naturaleza criminal, en el que la prisión preventiva
ya no constituye la regla general, como una consecuencia indefectible derivada del dictado del
auto de vinculación a proceso, como sucedía con el auto de formal prisión, pues únicamente
amerita la detención de los imputados en reclusión cuando se trate de los delitos por los que
proceda prisión preventiva oficiosa como los previstos en los artículos 19 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 194 del Código de Procedimientos Penales para el
Estado de México, o fuera de tales supuestos, cuando lo solicite expresamente el Ministerio
Público razonadamente; consecuentemente, si el delito por el que se dictó auto de vinculación a
proceso al inculpado no encuadra en alguno de los ilícitos previstos en dichos numerales, se
concluye que no existe una ejecución que deba materializar el director de un Centro Preventivo y
de Readaptación Social, por lo que no puede tener la calidad de autoridad ejecutora responsable.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO.
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Suprema Corte de Justicia de la Nación

Décima Época Núm. de Registro: 2001645
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
 Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3 Materia(s): Constitucional, Penal, Penal
Tesis: I.9o.P.16 P (10a.)
Página: 1743

 
EXTRADICIÓN. SI AL INCULPADO SE LE SIGUE EL PROCESO RELATIVO POR DELITOS
CALIFICADOS COMO GRAVES QUE NO PERMITEN EL OTORGAMIENTO DE LA LIBERTAD
PROVISIONAL BAJO CAUCIÓN, ES LEGAL QUE QUEDE SUJETO A PRISIÓN PREVENTIVA
EN APLICACIÓN DEL DERECHO INTERNO, AL SER ÉSTE ACORDE CON LA CONVENCIÓN
AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS Y AL PACTO INTERNACIONAL DE
DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, al resolver el caso Suárez Rosero vs. Ecuador,
sostuvo que conforme al artículo 8, numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos, la prisión preventiva no debe ir más allá de los límites estrictamente necesarios para
asegurar que el acusado no impedirá el desarrollo eficiente de las investigaciones y que no
eludirá la acción de la justicia, pues se trata de una medida cautelar, no punitiva. Convención que
señala que los Estados Partes pueden determinar, en sus Constituciones o en las leyes dictadas
conforme a ellas, las causas y las condiciones por las cuales una persona puede ser privada de
su libertad; circunstancia que precisamente está prevista en la fracción I, apartado A, del artículo
20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su texto anterior a la reforma
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, del cual se advierte que
corresponde al legislador señalar los delitos por los que no procede otorgar el beneficio de la
libertad caucional. En ese contexto, si al inculpado se le sigue el proceso de extradición por
delitos calificados como graves que no permiten el otorgamiento de la libertad provisional bajo
caución, es legal que quede sujeto a prisión preventiva en aplicación del derecho interno, atento
a que el artículo 194 del Código Federal de Procedimientos Penales señala cuáles son los delitos
considerados como graves y que no permiten que el extraditable goce de su libertad provisional
bajo caución y, por lo mismo, lo sujeta a seguir el proceso de extradición en prisión preventiva;
por lo que no colisiona contra el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos ni contra la
mencionada convención, sino al contrario, es acorde con éstos. Lo anterior es así, dado que
tanto a nivel constitucional como secundario (Código Federal de Procedimientos Penales), en la
prisión preventiva subyacen los mismos principios que rigen esa figura en los instrumentos
internacionales de referencia, al ser en ambas normativas una medida cautelar, en razón de que
sólo tiende a asegurar el que no se impedirá el desarrollo eficiente del procedimiento y que no
eludirá la acción de la justicia. En estas condiciones, válidamente puede sostenerse que no
existe contradicción o colisión entre los tratados internacionales de referencia y la legislación
secundaria citada, sino, al contrario, el derecho interno es acorde con aquellos pactos
internacionales. 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
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Amparo en revisión 93/2012. 7 de junio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Emma Meza
Fonseca. Secretario: Miguel Ángel Sánchez Acuña.
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Amparo en revisión 194/2009. 8 de octubre de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: Marta Olivia
Tello Acuña. Secretario: Jesús Gerardo Montes Gutiérrez. 

Amparo en revisión 195/2009. 8 de octubre de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: Marta Olivia
Tello Acuña. Secretario: Jesús Gerardo Montes Gutiérrez.

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Novena Época Núm. de Registro: 165335
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
 Tomo XXXI, Febrero de 2010 Materia(s): Penal
Tesis: XVII.1o.P.A.55 P
Página: 2794

 
AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. SU DICTADO ACTUALIZA EL CASO TEMPORAL DE
EXCEPCIÓN PARA LA INTERPOSICIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO PREVISTO EN LA
FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 22 DE LA LEY DE LA MATERIA AUN CUANDO NO TRAIGA
IMPLÍCITA LA PRISIÓN PREVENTIVA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE CHIHUAHUA).

Si bien es cierto que la regla general para la interposición de la demanda de amparo que
establece el artículo 21 de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales es
de quince días, también lo es que existen excepciones a aquélla en términos del artículo 22 de la
ley de la materia, por ejemplo, el privilegio previsto en la fracción II de este último numeral, que
omite fijar una temporalidad tratándose de actos que lesionen la libertad personal, como lo es el
dictado del auto de vinculación a proceso a que se refiere el numeral 280 del Código de
Procedimientos Penales del Estado de Chihuahua, con el cual, aun cuando no trae implícita la
prisión preventiva, en virtud de que para ello hay disposición expresa en el citado marco procesal
penal, sí actualiza dicha excepción; y aunque el dictado del auto de vinculación implica reservar
el estudio de la imposición de la medida cautelar para uno posterior de acuerdo a las
circunstancias del caso, debe tomarse en cuenta que al surtirse en un futuro las hipótesis que
establecen los artículos 157, 158, 170 y 173 del referido código, será posible retener al activo en
prisión preventiva; de ahí que el auto de vinculación a proceso, que ahora es propio de un
sistema de justicia penal acusatorio, implica exactamente lo mismo que el llamado auto de formal
prisión que estaba previsto en el anterior sistema inquisitorio de justicia penal en el Estado de
Chihuahua y, por ende, su dictado actualiza el caso temporal de excepción a que alude la
fracción II del invocado artículo 22. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO
SÉPTIMO CIRCUITO.
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Competencia 4/2009. Suscitada entre el Juzgado Décimo Tercero de Distrito de Amparo en
Materia Penal y el Juzgado Séptimo de Distrito en Materia Administrativa, ambos en el Distrito
Federal. 17 de abril de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: Juan José Olvera López.
Secretario: Benito Eliseo García Zamudio.

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Novena Época Núm. de Registro: 166613
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
 Tomo XXX, Agosto de 2009 Materia(s): Penal
Tesis: I.1o.P.105 P
Página: 1669

 
ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO DE PRISIÓN PREVENTIVA A OTRO UBICADO EN
CIUDAD DISTINTA DE AQUELLA EN QUE SE SIGUE EL PROCESO. COMPETE CONOCER
DEL AMPARO A UN JUEZ DE DISTRITO EN MATERIA PENAL.

Ese acto, en atención a la materia, es de naturaleza penal, con independencia de que la haya
librado una autoridad orgánicamente administrativa, por dos razones fundamentales e
independientes entre sí: 1) porque afecta la libertad del quejoso y 2) porque incide en otros
derechos fundamentales que son también de naturaleza penal. Por cuanto hace a lo primero, el
artículo 51 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación que fija la competencia de los
Jueces de amparo en materia penal, en su fracción I, la justifica en función de que se afecte la
libertad, y ello ocurre no sólo cuando se "priva" de ella al gobernado sino también cuando
acontece cualquier menoscabo, perjuicio, detrimento o modificación que influya
desfavorablemente en la libertad del individuo. De ahí que con la referida orden de traslado, al
modificar las condiciones en que el procesado debe permanecer en prisión preventiva, sufre esa
afectación a su libertad no obstante que ya se encuentra privado de ella. Y por lo que hace a la
segunda razón, la orden de traslado afecta el derecho fundamental consistente en que la prisión
preventiva se cumpla en el lugar del juicio, lo que a su vez, podría afectar o imposibilitar la
realización de otros derechos rectores del proceso penal y elevados a rango fundamental, por
estar inmersos en los artículos 16, tercer párrafo, 17, segundo párrafo, 18, primer párrafo, y 20,
apartado A, fracciones III a IX, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, a saber: a) celeridad, que se efectúa en condiciones que coadyuvan a la rápida
solución del caso -y no en las que tiendan a hacer lenta esa decisión-; b) inmediatez, que tiende
a asegurar la presencia real entre Juez e inculpado y que sea el mismo juzgador que participa en
el desahogo de las pruebas quien las pondere al momento de juzgar; y c) defensa plena,
consistente en que el inculpado, de manera personal -no sólo a través de un defensor-, esté en
posibilidad real de participar en la preparación y desahogo de pruebas y del uso de medios de
impugnación que la ley le brinda. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.
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Amparo directo en revisión 1886/2003. 31 de marzo de 2004. Unanimidad de cuatro votos.
Ausente: Humberto Román Palacios. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas.
Secretaria: Leticia Flores Díaz. 

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Novena Época Núm. de Registro: 181298
Instancia: Primera Sala Tesis Aislada
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
 Tomo XIX, Junio de 2004 Materia(s): Penal
Tesis: 1a. LXXI/2004
Página: 238

 
PRISIÓN PREVENTIVA. EL TIEMPO QUE DURE EL PROCESO PENAL, CUANDO EL
PROCESADO GOCE DE LIBERTAD PROVISIONAL, NO DEBE CONSIDERARSE PARA
EFECTOS DEL CÓMPUTO DE LA PRESCRIPCIÓN DE LA SANCIÓN PRIVATIVA DE
LIBERTAD.

De la interpretación del artículo 20, apartado A, fracción X, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, se concluye que sólo puede considerarse como cumplimiento parcial
de la sentencia condenatoria, para el caso de la prescripción de la sanción privativa de la libertad,
el tiempo de reclusión preventiva y no así el que dure el proceso penal correspondiente cuando el
procesado goce de libertad provisional, pues lo que determina tal equiparación constitucional es
la naturaleza privativa de la libertad deambulatoria del gobernado, que comparten tanto la prisión
preventiva como la prisión impuesta como sanción, y no las molestias que en su caso hubiera
podido ocasionarle a aquél la sustanciación de dicho proceso. Esto es, cuando el procesado se
encuentra en libertad provisional, con las restricciones propias de su naturaleza, no está privado
de ella como acontece en tratándose de la prisión preventiva, por lo que ambos estadíos no
pueden ser considerados de igual manera, aun cuando en los dos casos exista un auto de formal
prisión, ya que es distinta la situación física de los procesados, en cuanto a la libertad
deambulatoria.
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Amparo en revisión 208/2001. 6 de septiembre de 2001. Unanimidad de votos. Ponente:
Diógenes Cruz Figueroa. Secretaria: Yolanda Leticia Escandón Carrillo. 

Nota: Por ejecutoria de fecha 8 de enero de 2003, la Primera Sala declaró inexistente la
contradicción de tesis 51/2002-PS en que participó el presente criterio.

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Novena Época Núm. de Registro: 188048
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
 Tomo XV, Enero de 2002 Materia(s): Penal
Tesis: VI.2o.P.20 P
Página: 1243

 
ACCIÓN PENAL, PRESCRIPCIÓN DE LA. PESE A QUE EN CONTRA DEL INCULPADO
EXISTA AUTO DE FORMAL PRISIÓN, NO SE HALLA SUB JÚDICE AL TRIBUNAL DEL
PROCESO CUANDO NO GUARDABA PRISIÓN PREVENTIVA, TAMPOCO DISFRUTABA DE
LA LIBERTAD PROVISIONAL BAJO CAUCIÓN, NI REGÍA LA SUSPENSIÓN DEL ACTO
RECLAMADO EN JUICIO DE AMPARO RESPECTO DE LA ORDEN DE APREHENSIÓN.

La locución "sub júdice" al tribunal, se emplea como indicadora de que el inculpado está sujeto o
a disposición de un tribunal, esto es, bajo la acción del órgano judicial. Así, por ejemplo, quien
tiene una orden de aprehensión y se encuentra prófugo, no está "sub júdice" al tribunal, sino
hasta que se cumple ese mandato y queda a su disposición, en principio, por virtud del auto de
detención. Ahora bien, si la consecuencia del auto de formal encarcelamiento implica la prisión
preventiva del inculpado, salvo que gozara ya de la libertad provisional bajo fianza, y a la emisión
de esa determinación constitucional estaba bajo los efectos de la suspensión del acto reclamado,
por cuanto a su libertad personal, a virtud de que había impugnado en juicio de amparo la orden
de aprehensión, y aquella medida suspensional cesa desde que causa ejecutoria la sentencia de
amparo adversa a los intereses del encausado, por lo que la autoridad judicial puede ordenar la
reaprehensión del procesado, pues es en ese momento cuando se sustrae a la acción de la
justicia, y el Juez del proceso, de manera irregular, atiende las promociones del interesado,
concediéndole el beneficio de la libertad, misma que no surte efectos porque no se aportan las
garantías, ni libra la orden de reaprehensión, es inconcuso que no se cristaliza la hipótesis de
que el inculpado esté "sub júdice" al tribunal, porque no estaba preso preventivamente ni
disfrutaba del derecho a la libertad provisional bajo caución. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEXTO CIRCUITO.
 

 

 


